
        
        [image: cover]

        

       
    
		
		
[image: contra]


		
	
	
		
[image: portadilla]


	
	
		
			Índice

			
			
			Agradecimientos

			

	
			Prólogo

		

			Introducción

	

			capítulo  I
			
Teorías científicas del comportamiento criminal

			¿Cómo evaluar una teoría científica?

			Un resumen de las teorías criminológicas contemporáneas

			

			capítulo  II
			
Correlativos: los perfiles de los victimarios y las víctimas del delito

		
			Metodología

			Perfiles de los victimarios

			Perfiles de las víctimas

			

			capítulo  III
			
Las tendencias de la población carcelaria y la debilidad institucional

	
			Tendencias de la población carcelaria

			Debilidad institucional




			capítulo  IV
			
Una política eficaz de prevención del delito

		
			Algunos de los retos actuales del sistema carcelario

			La prevención social del delito

			Teorías de prevención del delito

			Experiencias internacionales

			Intervenciones de menor escala

			



			capítulo  V
			
La situación de México

	
			La institucionalización de la prevención social del delito en México

			Las ideas detrás de las acciones: El modelo de prevención social de la delincuencia y las violencias

			La prevención social del delito en la ciudad de México

		

			capítulo  VI
			
Conclusiones y recomendaciones de política

	
			Recomendaciones

	

			Bibliografía

	
	
			Anexo I
			
Variables y relaciones bivariadas

	

			Anexo II
			
Resultados de las pruebas de normalidad

	
	
			Anexo III
			
Técnicas estadísticas


			Análisis univariado

			Análisis bivariado

			Análisis multivariado

		

	
		
			Agradecimientos

			
			Este libro no existiría si no fuera por los esfuerzos de otros académicos que han dedicado su trabajo a la comprensión del comportamiento criminal en México y fuera del país. En primera instancia estamos agradecidos con los investigadores Marcelo Bergman, Ana Laura Magaloni y Elena Azaola, porque somos beneficiarios de aquella visión estratégica que tuvieron al principio de este siglo de realizar la primera encuesta de población en reclusión en México. Después de esa encuesta del año 2002, vinieron dos más, en 2005 y 2009. Esta colección de estudios de Perfiles Criminales se fundamenta en estas tres encuestas, las cuales en su momento pusieron el fundamento para el desarrollo de la investigación empírica del comportamiento criminal y de las instituciones de seguridad pública y de justicia en México.

			Los autores también nos hemos visto beneficiados durante la elaboración de esta serie de estudios por las conversaciones que hemos tenido con Marcelo Bergman, Kristin Carbone-Lopez, Janet Lauritsen, James Lynch, Richard Rosenfeld, Ernesto Savona, P.O. Wikström y Richard Wright. Por el lado no académico, también nos hemos beneficiado significativamente de las conversaciones que hemos tenido con Adrián Franco, Alejandro Hope, Markus Gotssbacher, Edna Jaime, Michael Jandl, Angela Me, Robert Muggah, Mario Palma, Michael Rand y Jorge Srur. A todos ellos les agradecemos sus sugerencias y sincero interés en nuestro trabajo.

			Queremos agradecer en especial a los profesores Robert Haining y P.O. Wikström de la Universidad de Cambridge, en donde  durante una estancia en el verano del año 2009 se abrió un nuevo documento de Word en donde se redactaron los primeros trazos teóricos y se realizaron las primeras pruebas de hipótesis de lo que iba a ser la futura colección Perfiles Criminales.

			Por último, también queremos agradecer el trabajo de dos dictaminadores anónimos por su tiempo dedicado a revisar y evaluar este libro de forma constructiva y propositiva, y por compartir con nosotros un amplio listado de sugerencias para mejorar el contenido y la estructura del mismo, lo cual esperamos haber logrado. Invariablemente, cualquier error o limitación es responsabilidad solamente nuestra.

			

		

	
		
			A nuestros padres, en ambos casos emigrantes españoles en las Américas, que sí saben o sabían de las cosas, y no por libros y teorías.

		

	
		
			Prólogo

			En México, hace quince años, cuando nacía la División de Estudios Jurídicos del Centro de Investigación y Docencia Económicas (cide), la investigación científica relativa a la criminalidad y la respuesta institucional a este fenómeno era muy escasa y de baja calidad. En el ámbito de las políticas públicas, el debate estaba monopolizado por la falsa creencia de que las normas jurídicas prefiguraban la realidad deseable y que, por lo tanto, bastaba con mejorar el marco normativo para que las instituciones legales mejoraran también. En esos años, salvo las estadísticas judiciales del Instituto Nacional de Estadística y Geografía (inegi), no existían datos que nos permitieran entender qué estaba pasando con la seguridad ciudadana y por qué se deterioraba poco a poco.

			La División de Estudios Jurídicos nació con la encomienda de desafiar el discurso normativista y de comenzar a generar, desde una facultad de derecho, estudios empíricos que nos permitieran entender qué pasaba con la seguridad pública en todas sus facetas: cuántos y cuáles delitos se cometían, cuáles de estos eran violentos, quiénes eran los victimarios y quiénes las víctimas, cómo los trataban las policías, los ministerios públicos, los jueces y los defensores, cuáles eran las grandes deficiencias del sistema de procuración e impartición de justicia y un largo etcétera. En 2002, con el liderazgo del profesor Marcelo Bergman y el apoyo de la Fundación Hewlett, la División de Estudios Jurídicos levantó la primera encuesta a población en reclusión en el Distrito Federal y el Estado de México. A partir de entonces, gracias al compromiso y la  perseverancia de los profesores Marcelo Bergman, Gustavo Fondevila y Carlos Vilalta, cada tres años se ha realizado la misma encuesta. Los datos generados gracias a este esfuerzo colectivo han tenido una enorme relevancia en la generación de investigación empírica en torno a la criminalidad y las instituciones encargadas de investigarla y sancionarla. 

			El libro Perfiles Criminales II es un buen ejemplo de lo que inicialmente se propuso llevar a cabo la División de Estudios Jurídicos del cide. Carlos Vilalta y Gustavo Fondevila utilizan en este trabajo los datos de las tres encuestas realizadas a la población en reclusión del estado de México y el Distrito Federal (2002, 2005 y 2009) para abordar algunas cuestiones fundamentales y, sobre todo, para contribuir al diseño de políticas preventivas. 

			En primer término, las autores detectan probabilísticamente las características singulares de los victimarios y las situaciones par­ticulres en las que ocurren seis delitos: homicidio culposo, homicidio doloso, robo simple, robo con violencia, secuestro y delitos sexuales. Así, por ejemplo, según el análisis estadístico de Vilalta y Fondevila, las principales características que diferencian a quienes cometen homicidos dolosos son su menor proclividad a cometer el delito en la calle o en la casa y su mayor propensión a realizarlo en la noche; los victimarios, además, reportan menor consumo de marihuana que el resto de la población penitenciaria, pero mayor inclinación a portar armas. En cambio, quienes cometen delitos sexuales tienen mayor proclividad a no tener pareja definida, a no portar armas y a tener una edad media superior a la del resto de la población en reclusión, entre otras. La idea central que está en el fondo de este análisis es que, si queremos elaborar políticas preventivas exitosas, tenemos que dejar de entender el fenómeno delictivo como un todo monolítico y diferenciar, por tipo de delito, a víctimas, victimarios, motivos y circunstancias en las que se comete un delito. Este ejercicio lo llevan a cabo Vilalta y Fondevila de manera ejemplar, tanto para el caso de los victimarios como el de las víctimas. 

			En segundo término, los autores analizan las diferencias que existen entre las tres encuestas realizadas a la población en reclusión, es decir, se analizan las variaciones probabilísticas en los tres levantamientos, para estudiar qué es lo que parece cambiar de   2002 a 2009 en torno a las políticas preventivas y de control del crimen en el Distrito Federal y el Estado de México. El análisis lo hacen agrupando a la población en reclusión en torno a los seis tipos de delitos señalados. El estudio es muy interesante, pues muestra que ha habido variaciones importantes en el perfil sociodemográfico de los reclusos, en el modus operandi delictivo y en los procesos judiciales. Para quienes pensamos que las cosas se mantienen a lo largo del tiempo igual de mal, resulta muy interesante ver cómo las instituciones cambian lentamente y no necesariamente para mejor. 

			En tercer término, los autores analizan algunos de los fallos institucionales. Su análisis se centra en aspectos torales del mal funcionamiento del sistema penal mexicano: la relevancia del dinero y las influencias, el maltrato físico del acusado para obligarlo a declarar o a cambiar su declaración y la ausencia del juez durante la declaración preparatoria del imputado. Los hallazgos no son nada alentadores: se ha incrementado la percepción de corrupción de 2002 a 2009, el lugar de mayor probabilidad de corrupción es el ministerio público, casi la mitad de los internos fue golpeada y los delitos más graves son los que presentan niveles de violencia mayores hacia el detenido, entre otros. Todos estos hallazgos tienen una extraordinaria relevancia en el contexto de la implementación de la reforma penal: estas prácticas tendrían que cambiar sustancialmente, si no lo hacen, la reforma será pura simulación. 

			Finalmente, la última parte del trabajo desarrolla ampliamente el tema de las políticas preventivas del delito. Los autores abordan, entre otros temas, las características de una política peni­tenciaria eficaz, las políticas preventivas desde el punto de vista social, las experiencias internacionales exitosas y no exitosas en este ámbito, así como lo que ha sucedido en México en el terreno de la prevención. 

			Perfiles criminales II es una referencia obligada para quienes están preocupados por entender las características singulares de un fenómeno tan complejo como la criminalidad, así como por definir las directrices básicas de las políticas de prevención del delito y control del crimen. Como todo buen libro, deja muchas preguntas sobre la mesa y nos invita a reflexionar sobre lo que quisiéramos que sucediera en nuestro país: una política preventiva eficaz, un  sistema de justicia que trate con dignidad a víctimas y acusados y un sistema carcelario que propicie la reinserción exitosa de quienes lo habitan. El trabajo de Vilalta y Fondevila aporta ideas y evidencia empíca sólida que nos debe permitir el dibujo de una mejor ruta que la que hemos seguido hasta ahora para que las cosas cambien. 

			 

			Ana Laura Magaloni

			 

		

	
		
			Introducción

			Este libro es la continuación del estudio de Perfiles criminales I dentro del proyecto de investigación de los perfiles de la población carcelaria en el Distrito Federal y el Estado de México. El ob­jetivo general del proyecto ha sido proporcionar a las autoridades, investigadores y todos los interesados en la sociedad civil, información válida y confiable para el diseño e implementación de políticas de prevención social del delito. Esto se hace a través de la detección estadística de los elementos distintivos del comportamiento criminal que pueden, teórica y analíticamente, considerarse factores de riesgo para el comportamiento criminal. La base de información son los reportes voluntarios de muestras representativas de la población penitenciaria en las dos entidades previamente mencionadas. Las fuentes de información son las tres encuestas de población penitenciaria de 2002, 2005 y 2009, diseñadas por investigadores del Centro de Investigación y Docencia Económicas (cide). 

			En el primer libro de esta serie se presentaron las frecuencias y descriptivos de un amplio número de variables que presentan las características demográficas básicas y de contexto familiar de la niñez y de la vida adulta de la población carcelaria. Además de lo anterior, también se presentó información en materia de trayectoria criminal, uso y abuso de sustancias, tanto legales como ile­gales, de manera ocasional, regular e incluso antes de cometer el delito. Igualmente se ofreció información sobre el empleo y la ocupación previas a la detención de los reclusos, la concurrencia de delitos, el   valor monetario aproximado del mismo y las circunstancias alrededor del delito por el que está sentenciado; por ejemplo el lugar y el momento del día, el número y relación entre los parti­cipantes, la portación y uso de armas y sobre el entrenamiento con las mismas. Además de esta información específica sobre los agresores, también se pudo recopilar y presentar información sobre sus víctimas. En este rubro se cuenta con menor cantidad de información, pero igualmente válida, que ofrece evidencias de relevancia analítica en materia de prevención social del delito. Se cuenta con los reportes sobre el sexo y la edad estimada de la víctima, el daño ocasionado, leve, grave o mortal, el uso de sustancias por parte de la víctima previo a la comisión del delito, y la relación que guardaba con el victimario (si era desconocido, amigo, familiar, etcétera).

			El objetivo particular de este segundo libro es avanzar nuestro trabajo de delimitación de perfiles criminales al detectar de forma probabilística los factores de riesgo criminal que pudieran idealmente nutrir los siguientes debates y políticas criminales en el país. Esto lo hacemos con base en un enfoque descriptivo-correlacional inferencial y siguiendo ordenadamente un proceso analítico-sin­tético de la evidencia empírica disponible en nuestras fuentes de información. Es decir, el primer paso del análisis consiste en la detección estadística o probabilística de los correlativos (o variables asociadas) que constituyen, para efectos de política pública, elementos distintivos de la población carcelaria cuando se divide por tipo de delito. Es importante considerar en este punto que no contamos con una muestra de población no criminal, pero potencialmente criminal, que nos sirva como grupo de control en la delimitación de estos elementos distintivos. En cambio, con lo que sí contamos es con evidencia para realizar comparaciones sistemáticas entre delincuentes agrupados según los delitos por los que fueron sentenciados. Así, una vez que logramos detectar los elementos distintivos de cada grupo de reclusos, prosigue una labor de síntesis enfocada en reconocer las similitudes y las diferencias, buscar relaciones y patrones generales, y comprender por este método las posibles causas del efecto ya observado, es decir, el encarcelamiento. Sólo sabiendo los elementos distintivos y las posibles causas del encarcelamiento, podemos iniciar una discusión sensata en materia de prevención del delito.

			La premisa intelectual de este largo proyecto de investigación es el hecho irrefutable de que el proceso delictivo no termina con el encarcelamiento. El encarcelamiento es una parte, idealmente la última, del proceso delictivo; pero en muchas ocasiones no lo es. La política carcelaria falla recurrentemente en su objetivo de reinserción, y también parece estar, en muchas ocasiones, desconectada de la política de prevención social del delito. La ley vigente contempla la implementación de acciones de reinserción social, pero dado el proceso de incremento en la tasa de reincidencia en las cárceles del Distrito Federal y el Estado de México, realmente no encontramos evidencia indicativa de buenas noticias al respecto. Las cifras de reincidencia delictiva con que contamos a partir de estas encuestas representativas demuestran lo contrario.1

			En resumen, el conocimiento de quién conforma la población carcelaria y cuáles han sido sus circunstancias de vida nos permite conocer hasta cierto grado nuestro nivel de eficacia colectiva como sociedad. Los que ahora son internos fueron también individuos con plenos derechos ciudadanos y volverán a serlo una vez que cumplan su sentencia. Y sus testimonios sintetizados en este libro nos indican lo poco capaces o proclives que somos para ayudarlos y para actuar en pos del bien común. Además, su testimonio nos permite conocer, desde dentro de las paredes y atrás del enrejado, el funcionamiento menos visible de las instituciones a cargo de nuestra seguridad. Ahora podemos saber, desde esa posición, cómo actúan las policías preventivas y judiciales y el grave estado de ineptitud e irresponsabilidad presente entre muchos actores encargados de la procuración y la impartición de la justicia. No sabemos si el crítico estado en que se encuentran estas instituciones burocráticas se replica en otras áreas de la política nacional, pero en las páginas que siguen, el lector podrá ver que las condiciones en que se encuentran las instituciones de seguridad no se puede ocultar, que su reforma es ineludible e impostergable, y que la información que nos ofrece la población en reclusión apunta clara y directamente a aquello en lo que fallamos como sociedad y con nuestras instituciones.

			
				
					1 Alrededor de 27 por ciento de los reclusos encuestados durante estos tres años ya habían estado en la cárcel anteriormente por otro(s) delito(s). Esta proporción se ha incrementado entre 2002 y 2009.

				

			

		

	
		
			Capítulo I

			Teorías científicas del comportamiento criminal

			Este capítulo se divide en dos secciones con extensiones desiguales. Primero presentamos una breve descripción sobre cómo evaluar teorías científicas. Luego, la segunda sección, contiene un resumen de teorías criminológicas contemporáneas que consideramos de la mayor utilidad para la discusión que sigue en la parte de los correlativos y la delimitación de los perfiles y finalmente en la parte de prevención del delito.

			Nuestro propósito es ofrecer al lector una visión sencilla pero informada de los factores de riesgo del comportamiento criminal. Aunado a lo anterior, este capítulo también sirve para informar teóricamente el análisis estadístico que se realiza posteriormente de los perfiles de la población carcelaria.

	
			¿Cómo evaluar una teoría científica?

			Una teoría científica1 es una explicación fundamentada en evidencia empírica que puede ser falseada sobre la base de nuevas evidencias y mejores pruebas de hipótesis (Vilalta, 2014). Una especulación, la ideología, o una descripción o relación de hechos únicamente, no son ejemplos de teorías científicas. Una teoría científica es una explicación verdadera y con significado, por lo que rebasa los alcances   de la investigación meramente descriptiva y correlacional.2 Naturalmente, estos dos elementos, la descripción y la correlación, son pasos en el proceso de la explicación. Y como ya se comentó en la introducción, este libro se aboca al estudio del segundo elemento, la correlación, de una manera teóricamente informada.

			Las teorías científicas pueden ser probadas en sus predicciones y evaluadas por su significancia estadística o probabilidad de ocurrir más allá del simple azar. La predicción es la prueba o evaluación más efectiva a la que puede someterse una teoría. Si la predicción teórica difiere de la evidencia empírica, es decir si lo observado no se ajusta a lo predicho, entonces la teoría se considera como falsa y se procede a descartarla o corregirla. Todas las teorías, por definición, son conclusivamente falsificables (basta una sola evidencia en contrario), pero ninguna es conclusivamente verificable (Popper, 1959). Es importante en este punto aclarar que la progresión científica o mejoras teóricas normalmente vienen acompañadas de una progresión empírica, es decir, de un aumento en nuestra capacidad para agregar nuevas evidencias. 

			Es importante aclarar en este punto que desde una perspectiva empírica, las teorías son probadas o evaluadas utilizando nociones de probabilidad frecuentista.3 Esto lo hacemos porque además de creer4 en la validez de la misma evidencia empírica, también creemos que lo más observado con más frecuencia es lo más probable de ocurrir al no observarse.

			Así, a) las teorías científicas son herramientas diseñadas para entender la realidad y hacer predicciones sobre lo que sucederá y b) estas predicciones están sujetas a una probabilidad. Las teorías científicas no tratan sobre lo que "debería ser" sino sobre lo que "es", es decir, la realidad sobre la base de lo observado y que no es función del azar.

		
			Un resumen de las teorías criminológicas contemporáneas

		
			La explicación científica del comportamiento criminal se ha buscado desde varios ángulos. En muchas ocasiones se realiza analizando dos tipos de procesos: los referentes a las experiencias pasadas del delincuente, los cuales se denominan procesos históricos personales o de desarrollo conductual, y los que estaban en operación al momento de la comisión del delito, denominados situacionales o dinámicos.
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			Otra manera de explicar el comportamiento criminal ha sido la de enfocarse en distinguir entre aquellos elementos que son internos y externos al individuo, como si estos elementos fueran variables potencialmente manipulables en una ecuación por medio de acciones de política de seguridad y justicia. Los elementos internos son aquellos cuya importancia corresponde enteramente al individuo, por ejemplo, el cálculo racional que hace un individuo para decidir si comete o no un delito. Los elementos externos son aquellos cuya existencia y fuerza explicativa escapan a la influencia del  individuo, por ejemplo, las experiencias provistas por la socialización familiar o en una pandilla, las cuales pueden influir en la concepción de lo que es un crimen o no lo es, o no lo es tanto.

			En esta parte del libro, se resumen algunas de las teorías contemporáneas más importantes que dirigen el objetivo de prevención social del comportamiento delictivo. Como veremos, muchas de estas teorías comparten explicaciones y variables (o correlativos), que a veces sirven como variables dependientes, u objeto de la teoría, y en otros casos como independientes o factores de riesgo criminal.

			A continuación presentamos una síntesis de algunas de estas teorías y las ofrecemos como base conceptual para el análisis de datos y para informar las secciones de retos y recomendaciones de política en prevención social del delito. 

		
			Elección racional y disuasión

	
			En criminología, la teoría de la elección racional estipula que el comportamiento criminal es independiente de impulsos biológicos, psicológicos o contextuales sobre el individuo (Paternoster, 2009). En cambio, lo que propone es que al igual que los individuos actúan voluntariamente, por ejemplo al elegir una ruta entre varias posibles para llegar a un destino o al elegir un candidato y emitir su voto en una elección, un individuo también elige cometer un delito según le convenga en términos de utilidades. El comportamiento criminal es resultado de una "elección" individual. Esto a su vez implica que el individuo busca tener una "utilidad", cuenta con al menos dos "opciones" en un momento dado, delinquir o no delinquir, y además es "racional". Debido a lo anterior esta postura teórica es todo lo contrario a una postura determinista (Paternoster, 2009). En una teoría determinista, como son las teorías biológicas, el comportamiento criminal no es consecuencia de una decisión in­dividual (o del agente), sino resultado de su condición natural de predisposición a la violencia, la cual escapa del control del mismo individuo. En este caso el crimen es consecuencia de una decisión individual que está fuera de su control.

			En la teoría de la elección racional existen varias premisas. La primera es la existencia del principio de la utilidad esperada. Este  principio postula que los individuos deciden sus actos sobre la base de aumentar sus beneficios y reducir sus pérdidas. Por lo mismo, las decisiones resultantes de ese proceso se denominan el producto de un cálculo racional. En la criminología clásica, el cálculo racional de un criminal es el de aumentar su placer y reducir su dolor aun cuando tenga que romper la ley. Otra premisa de la elección racional es la existencia del libre albedrío. Este principio consiste en que además de ser racionales, los individuos pueden distinguir entre lo que es bueno y lo que es malo, correcto e incorrecto, legal e ilegal, y tienen la posibilidad de elegir entre uno u otro.


    [image: Diagrama I2]


			La teoría de la disuasión es un subtipo5 de teoría de elección racional ampliamente utilizada en la criminología (Paternoster, 2009). La teoría de la disuasión se fundamenta en los principios de utilidad esperada y libre albedrío, para postular que el comportamiento criminal puede ser evitado o inhibido si al individuo se le "disuade" de actuar de tal manera a través de la amenaza del castigo. Por ejemplo, un individuo puede estar en la posición de elegir cometer un delito y puede estar además en la plena posibilidad de hacerlo, pero abstenerse de hacerlo por el temor a la sanción en caso de ser descubierto. Lo anterior se presenta como el producto de una elección racional en el contexto de la teoría de la disuasión. El factor de disuasión, en ese caso llamado "disuasión general", sería el costo de ser sorprendido cometiendo un delito, el cual excede el beneficio de sí cometerlo.

			Dentro de esta teoría existen dos tipos de disuasión: la general y la específica. Como ya se adelantó, la disuasión general se observa  cuando un individuo se abstiene de cometer un delito por el temor al castigo que puede conllevar. La disuasión específica se observa cuando un individuo que fue castigado recientemente por cometer un delito, se abstiene de cometer otro delito por el temor a recibir de nuevo el castigo (i.e. otro encarcelamiento). Es importante notar que la disuasión puede incluir castigos no necesariamente legales o formalmente establecidos (i.e. multa o encarcelamiento), sino castigos que operan informal o extralegalmente, como sería el rechazo o el descrédito social, el cual opera como un disuasivo externo al individuo, o la vergüenza y el remordimiento, que actúan como disuasivos internos o de autocensura (Paternoster, 2009). 

			La disuasión general y la específica se distinguen en términos de sus efectos. La disuasión general operaría según la idea de que haciendo público el castigo de un individuo, se podría disuadir a otros de cometer un delito sabiendo el castigo que les podría sobrevenir; es decir, el costo se haría del conocimiento público y esto tendría un efecto en el cálculo racional en un grupo amplio de personas. La disuasión específica operaría con la idea de que una vez que un criminal ha sido castigado, éste sería menos proclive a reincidir sabiendo por experiencia personal el castigo que puede sobrevenir de nuevo.

			Estas premisas y tipos de disuasión nos llevan a explicar los tres elementos o requisitos necesarios para que la disuasión suceda: certeza, celeridad y severidad. La certeza se refiere a la probabilidad de que un individuo sea detenido y castigado por su crimen. Si no hay certeza, la disuasión no puede funcionar. La celeridad se refiere a la rapidez con que se castiga a los criminales. Aun en el caso de que exista la certeza, la falta de celeridad en la detención y el cas­tigo provoca que la disuasión sea menos efectiva. Finalmente, la severidad se refiere a la medida del castigo; es el costo real de cometer un delito. Incluso en el caso de asegurar la existencia de certeza y celeridad en el castigo, la falta de severidad puede afectar la efectividad de la disuasión. A la inversa, si el castigo tampoco corresponde con el delito cometido (el daño ocasionado) y es ex­cesivamente severo, lo que se crea es un estado de injusticia, lo que puede provocar eventualmente la comisión de más delitos y de na­turaleza más violenta.

			Las implicaciones de la teoría de la disuasión en políticas de seguridad y justicia son muy visibles y relativamente populares. La  lógica de la teoría de la disuasión se puede ver en los argumentos políticos "pro-severidad" de las penas, por ejemplo en las propuestas de penas perpetuas o penas capitales, o bien en los hechos, como es el caso de que las penas son progresivamente más largas.6

			El problema que enfrentan estos argumentos y soluciones de seguridad pública y justicia es que la evidencia científica al respecto del funcionamiento o eficacia de la disuasión está muy dividida. No queda claro si la disuasión y el cálculo racional en caso de efectivamente funcionar, pueden actuar por sí solos para controlar el comportamiento criminal y cuál es la evidencia empírica y lógica que sostendría lo anterior. En el caso de México, el cuestionamiento no sería tanto en relación con la lógica y evidencias de la teoría, sino en los requisitos que requiere para su funcionamiento. Es decir, posiblemente no estamos en posición de probar su efectividad aún. Lo anterior se evidenciaría en las altas cifras de incidencia y reincidencia delictiva, junto con la baja efectividad de las insti­tuciones de seguridad y justicia, lo cual precisamente nos haría cuestionar, incluso antes que la efectividad de la severidad de la pena y su popularidad creciente, el cumplimiento de los requisitos de certeza y celeridad primeramente por parte de las instituciones encargadas. La evidencia con que contamos hasta el momento es indicativa de que la certeza y la celeridad en el país son bajas y la severidad del castigo, similar a la de otros países latinoamericanos.

		
			Teoría del estrés


			La teoría general del estrés fue formulada por Robert Agnew en 1992 con base en las ideas de Merton (1938), Cohen (1955) y Cloward y Ohlin (1960) al respecto de la anomia, el enojo social, el estrés propiamente y otras reacciones emotivas. Esta teoría cuenta con un fuerte respaldo empírico en diferentes países y con culturas más o menos individualistas o más colectivistas que Estados Unidos (Broidy, 2001; Eitle y Turner, 2003; Hay, 2003; Baron, 2004; Slocum et al., 2005; Moon et al., 2009; Cheung y Cheung, 2010).

			Agnew la denominó una teoría general, porque puede explicar el comportamiento criminal individual más allá de cualquier situación demográfica o social particular y para la comisión de cualquier tipo de delito, sea éste contra las personas o contra la propiedad.

			El argumento básico de la teoría, como aduce su propio nombre, es que el estrés o la tensión es la causa principal de la motivación criminal. El proceso causal es que la tensión o el estrés llevan al enojo y éste a su vez lleva al comportamiento antisocial o delictivo.

			Según la teoría, existen tres fuentes generales diferentes de estrés: primera, el fracaso o la imposibilidad para lograr metas socialmente impuestas y aceptadas por la mayoría, segunda, la pérdida de estímulos positivos sobre el individuo, y tercera, la introducción o preeminencia de los estímulos negativos. Vamos a explicar cada una de estas fuentes.
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			Sobre la primera, respecto del fracaso o la imposibilidad de lograr las metas positivamente valoradas por la sociedad —por ejemplo el éxito monetario o la adquisición de estatus social y respeto por otro conducto—, se aduce que la sociedad en su conjunto o las comunidades en lo particular pueden estar elevando, sin pensarlo, sus propias tasas de criminalidad, al imponer metas irreales o inalcanzables por un sector amplio o incluso por la mayoría de la población. A su vez hay dos vías por las que este fracaso o imposibilidad de lograr las metas socialmente impuestas pueden aparecer: el fracaso per se en el intento y aquellos que no cuentan con los medios para lograrlas, es decir, aquellos que no son tratados justa y equi­tativamente. Esto, naturalmente, eleva los niveles de estrés, pos­teriormente de enojo y resentimiento entre los miembros de la sociedad, para finalmente elevar la proclividad individual a cometer  un delito, sea propiamente por resentimiento o bien entremezclado lo anterior con el delito como un medio para lograr un fin.

			La segunda fuente de estrés, la pérdida factual o pérdida potencial de los estímulos positivos, se refiere a la pérdida de oportunidades para participar positivamente en la sociedad, por ejemplo, cuando un adolescente pierde a su pareja o sufre por la enfermedad de alguien íntimamente relacionado o por el divorcio de los padres (Agnew, 1992). Todos los hechos anteriores producen estrés que puede derivar en el rechazo de la autoridad y lo socialmente aceptable, desapego, malas relaciones y, eventualmente, en comportamientos antisociales o delictivos, particularmente entre los jóvenes.

			La tercera fuente de estrés, la preeminencia de los estímulos negativos sobre el individuo, se refiere a una incapacidad para evitar o escapar de las influencias negativas del contexto. Por ejemplo, el maltrato verbal o físico, el trato negligente y las condiciones de vida incómodas, pueden también elevar los niveles de estrés y tensión entre los individuos, haciéndolos reaccionar de forma negativa y agresiva.

			Naturalmente, el estrés y el enojo no derivan automáticamente en crimen. Según Agnew, la mayoría de las personas lidian exitosamente con sus fuentes de estrés. El estrés es regulado o controlado a través de estrategias variadas de tipo cognitivo, emocionales y de comportamiento (Broidy y Agnew, 1997). Las ideas o premisas contenidas en estas estrategias son material útil para la discusión de políticas de prevención social del delito.

			Por un lado, las estrategias cognitivas son aquellas que permiten a las personas reducir la importancia psicológica de los problemas, mejorar sus reacciones, aceptar los hechos y las circunstancias, cuando estos son consecuencia de la misma persona, y así minimizar la probabilidad de elevar las emociones a un estado de enojo (Agnew, 1992). Por otro lado, las estrategias emocionales son aquellas que buscan controlar las reacciones psicológicas negativas a través de acciones positivas y tranquilizantes, como el deporte y la relajación. Finalmente, las de comportamiento consisten en eludir de forma consciente la exposición a los estímulos negativos o adversos, que constituyen fuente de estrés para el individuo (Agnew, 1992). La intervención social y política para activar estas estrategias es obviamente conveniente. 

			Una característica importante de esta teoría es su capacidad para explicar las diferencias en la proclividad criminal entre hombres y mujeres, más allá de las diferencias biológicas. Esta teoría argumenta que los hombres y las mujeres sufren de diferentes tipos de estrés y además que reaccionan de forma también diferenciada. Por ejemplo, se argumenta que las mujeres sienten más estrés que los hombres, pero que los hombres son más proclives a reaccionar de forma violenta e iracunda, mientras que las mujeres son más proclives a culparse a sí mismas por los problemas que atraviesan. 

			Esto sucede porque las mujeres, en su rol cultural, tienen menor presión de éxito monetario y laboral, pese a que sufren más de discriminación laboral que los hombres, y además tienen mayor presión para mantener lazos familiares, al menos dentro de un esquema de familia tradicional, por lo que están más interesadas y presionadas para mantener relaciones cercanas con la gente a su alrededor. Así, tienden a reaccionar al estrés de forma más internalizada y depresiva, tendiendo a culparse o sintiendo más vergüenza o remor­dimiento que los hombres (Broidy, 2001). Por otro lado, los hombres sufren de más estrés relacionado con el éxito monetario y menor presión social por formar una familia o ser más próximos o amigables, lo que facilita la posición, en muchas ocasiones inconsciente, de culpar a los demás antes que a sí mismos, y por ende a facilitar la erupción súbita de comportamientos violentos y delictivos a fin de lograr tales fines de éxito monetario o estatus y de respeto social.

			En síntesis, esta teoría postula que el estrés proveniente de diferentes fuentes puede llevar a la creación o desarrollo de sentimientos de rechazo y enojo, lo que a su vez facilita la reacción agresiva y pro-criminal entre los individuos. La teoría a su vez explica que existen estrategias para controlar el estrés y el enojo.

		
			Desorganización social y algunas de sus derivaciones

		
			La escuela de la ecología humana tiene su fundamento en la observación empírica de que tanto el crecimiento como la organización funcional de la ciudad (de Chicago en este caso) no muestran un arreglo aleatorio, sino que siguen patrones identificables, los cuales pueden explicarse a partir de cuatro procesos sociales claramente demarcados: invasión, conflicto, acomodo y asimilación (Muncie, 2003). Un  resultado natural de estos procesos sociales son tanto los patrones como los procesos geográficos de la actividad criminal, por eso la premisa básica de la teoría de la desorganización social es que la criminalidad no se produce por motivos biológicos o psicológicos individuales, sino por la combinación de condiciones patológicas en la comunidad.

			Hasta donde sabemos, el término de "desorganización social" fue introducido en la criminología moderna por Hall (1902) a principios del siglo xx para presentar una teoría ética del crimen.7 Pero la influencia más importante de la idea de desorganización social surgió de un interés por explicar sociológica y empíricamente las variaciones geográficas de la actividad humana y tomó forma durante la década de los veinte en la Universidad de Chicago, donde se propuso una forma de ver a la ciudad: precisamente la de la perspectiva de la ecología humana. En términos sencillos, la ecología humana es "el intento por investigar los procesos por los cuales el balance biótico y el equilibrio social se mantienen una vez que se logran, y los procesos por los cuales el balance biótico y el equilibrio social se ven afectados, donde hay una transición de un orden relativo a otro" (Park, 1936: 15).

			Es interesante que los primeros estudios criminológicos que, sin saberlo, hacen uso de premisas de ecología humana, de hecho preceden el establecimiento de la llamada escuela de Chicago. Por ejemplo, tenemos los estudios originales de Breckinridge y Abbott (1912) en Chicago y Burt (1925) en Londres. Tanto el establecimiento de la ecología humana como la popularización de la escuela de Chicago no llegaron sino hasta 1928, con el trabajo de Park y Burgess (1928), quienes construyeron precisamente sobre el trabajo de Breckinridge y Abbott (1912), además de adoptar los conceptos biológicos de Warning: "simbiosis", "dominación" y "sucesión". 

			Las ideas anteriores, ligadas con la teoría de los círculos con­céntricos de Burgess (1925), con las que la ciudad podía dividirse funcionalmente en cinco partes según sus actividades, llevaron a predecir que la zona o el círculo concéntrico en el que la actividad criminal sería mayor era la zona llamada de transición, un área que de servir para el desarrollo de actividades comerciales se iba  convirtiendo progresivamente en una zona con funciones habitacionales. Esta predicción fue puesta a prueba y confirmada en los estudios hoy clásicos de Shaw (1929) y Shaw y Mckay (1942). En específico, lo que encontraron fue que esta zona de transición funcional, efectivamente mantenía tasas de incidencia delictiva estables en el tiempo, pese a que la composición racial de su población había sido modificada, lo que los llevó a concluir que "debe haber alguna razón particular para que el crimen se mantenga en unos lugares y en otros no" (Muncie, 2003: 274). 

			Los tres elementos o factores sobre los que la teoría en su formulación original predice una variación geográfica en la actividad criminal son los siguientes: composición racial, composición socioeconómica y tasa de cambio poblacional. Específicamente habla de la heterogeneidad racial, la pobreza y el crecimiento poblacional acelerado como los precursores geográficos de la delincuencia. La idea básicamente es que la heterogeneidad, la pobreza y el cre­cimiento rápido crean dificultades para la creación de relaciones sociales, tanto públicas como privadas. Esto se deriva en un debilitamiento de las comunidades para autorregularse, socializar y supervisar el comportamiento de sus miembros.

			De esta forma, la teoría predice que es la concentración geográfica, entre los elementos anteriores, la que puede explicar la actividad criminal. La prueba empírica de esta teoría que realizaron Shaw y Mckay (1942) se abocó al estudio de la delincuencia juvenil a través del mapeo de estas variables, encontrando en efecto que las tasas de delincuencia se mantenían estables en ciertos lugares o zonas de la ciudad con independencia del grupo étnico que eventualmente ocupaba la zona urbana en cuestión. Así, llegaron a postular que eran las características de los lugares, y no las características étnicas de la gente, las que facilitaban o impedían la comisión de delitos en esos lugares. De manera similar, en México se ha comprobado la alta concentración de la población penitenciaria según su colonia de residencia, entre un número reducido de éstas, y además geográficamente concentrado (Vilalta, 2010a).8

			Formulaciones más recientes o modernas de esta teoría incorporan otros elementos que podemos denominar contemporáneos, con base en conceptos más refinados. Por ejemplo, durante los años ochenta, los académicos Sampson y Wilson (1995) postularon una teoría de raza, crimen y desigualdad urbana basada en premisas de desorganización social, la cual consistía en la idea de que los llamados factores estructurales —el proceso de desindustrializacion, la emigración y la segregación socioeconómica principalmente— ejercen una influencia cultural que en este caso impulsa la comisión de delitos y actos antisociales; una desorganización cultural. Esto sucede porque los factores estructurales generan una concentración geográfica de las desventajas o desigualdades sociales y de segregación; esto, circularmente, daña las estructuras sociales y culturales de las comunidades, y debilita la calidad y frecuencia de las relaciones sociales, lo cual eventualmente lleva a escenarios de mayor criminalidad.

			Este enfoque teórico posee una gran cantidad de evidencia empírica que confirma su validez. Por ejemplo, además de la concentración geográfica de la actividad criminal, también hay evidencias de la tendencia de los criminales a vivir en lugares geográficamente próximos a las víctimas (Van Dijk, 1990; Singer, 1981). Otro hallazgo más es precisamente la estabilidad geográfica de la actividad delictiva en los mismos lugares durante largos periodos (Eck y Weisburd, 1995). De igual forma, y considerando el efecto que puede producir el contexto geográfico en los individuos, tenemos la aseveración empíricamente fundamentada de que la probabilidad de convertirse en criminal es mayor si el individuo crece en un área de alta criminalidad (Krivo y Peterson, 1996; Reiss y Rhodes, 1961). El mecanismo causal geográfico que se menciona a este respecto es que cuanto mayor sea la densidad de criminales en una comunidad, mayor será la probabilidad de encontrar cómplices, en razón de una red amplia y más cercana de comunicación entre los mismos (Reiss, 1986; Singer 1981). Asimismo, se ha registrado que hay zonas de las ciudades que ofrecen mayores oportunidades para delinquir debido al descuido político (Ackerman y Murray, 2004; Kubrin y Weitzer, 2003), en zonas comerciales de fácil acceso (Ceccato et al., 2007), en áreas donde hay altos porcentajes de viviendas rentadas (Bottoms y Wiles, 1986) y al interior de grandes proyectos de vivienda social (Block y Block, 1995). Los problemas económicos locales también   están asociados con el crimen: se ha registrado mayor incidencia criminal en lugares que han experimentado un descenso en el empleo de sus residentes (Morenoff y Sampson, 1997; Ackerman, 1998; Sampson y Wilson, 1995).

			Esta teoría se refinó aún más unos años después, con la inclusión por parte de Sampson et al. (1997) de la idea de "eficacia colectiva", que se define como el grado de cohesión social entre los vecinos de una comunidad con voluntad para intervenir en favor del bien común, ya que se encontró que estaba relacionada de forma negativa con la violencia;9 es decir, a mayor grado de eficacia colectiva, menor nivel de violencia. De esta manera, la teoría predice que los controles sociales informales de la violencia y de las conductas antisociales ejercen un efecto positivo en la comunidad. Esta predicción se puso a prueba en un estudio previo con 8 782 residentes de 343 barrios de Chicago y los resultados del análisis demostraron que la eficacia colectiva producía alta fiabilidad o nivel de confianza al interior de estos barrios, y que esta eficacia se asociaba negativamente con las variaciones de la violencia, controlando la covariación proveniente de las características individuales, el error de medición y la violencia previa en los barrios (Sampson et al., 1997). Es decir, básicamente se encontró que la relación entre la concentración geográfica de la desigualdad social y la violencia estaba mediada por los niveles locales de eficacia colectiva, por lo que la prevención social del delito es el medio más apropiado para la reducción de la desorganización social y la creación de eficacia colectiva.10

		
			Anomia institucional11

		
			Durkheim utilizo el término anomia para hablar de aquellos lugares en donde amplios sectores de su población se hallaban gravemente expuestos al abandono de los ideales y de las normas que rigen las relaciones sociales. Posteriormente, Merton (1938) reformuló este concepto para explicar las causas del comportamiento socialmente desviado en Estados Unidos. Para Merton la realidad social se puede estudiar haciendo una distincion entre estructuras culturales y sociales. Las estructuras culturales son conjuntos de valores normativos comunes de los miembros de una sociedad o grupo de individuos. Las estructuras sociales son el conjunto de normas institucionales que deﬁnen y regulan la manera de lograr objetivos socialmente deseables. En ocasiones, sociedades o grupos sociales con diﬁcultades para lograr los objetivos socialmente deseables por medios legítimos recurren al uso de medios ilegítimos; esto es, caen en un estado de anomia.

			La idea de una disminucion de controles normativos que conduce a un comportamiento criminal fue a su vez reformulada por Messner y Rosenfeld (2001) para presentar la teoría de la anomia institucional. La reformulacion consiste en unir de forma dinámica las estructuras culturales y las sociales, deduciendo que son las estructuras culturales las que impulsan un estado de anomia en las instituciones sociales (véase el diagrama I.4).

			Estos autores argumentan que las sociedades orientadas al éxito monetario convierten las relaciones sociales en medios de intercambio utilitarios. La anomia institucional surge cuando se priorizan los objetivos monetarios sobre los medios normativos (Messner y Rosenfeld, 1997). En sociedades institucionalmente anómicas, la búsqueda del éxtio monetario tiende a prevalecer sobre otras instituciones sociales de origen sobre todo moral, como la familia, la religion, la educación y la política (Bernburg, 2002). El término institucional entra en la teoría cuando se parte de la idea de que las instituciones son las que permiten un equilibrio entre objetivos y normas. Las instituciones sociales tienen las siguientes funciones básicas (Rosenfeld y Messner, 2010): adaptacion, consecución de objetivos e integración y mantenimiento de patrones sociales. Las instituciones de naturaleza económica atienden a la funcion de adaptación, es decir, se orientan a satisfacer las necesidades materiales de los individuos en una sociedad. Las instituciones po­líticas se encargan de posibilitar la consecución legítima de los objetivos socialmente deseables. Finalmente, la familia y la religion se ocupan de la integración y el mantenimiento de los patrones culturales. 



	[image: Diagrama I3]



				Para ejempliﬁcar un estado de anomia institucional, Messner y Rosenfeld (2001) utilizan el sueño americano. El sueño americano es un etos nacional que impulsa el individualismo y el éxito monetario por encima de otros objetivos de carácter no económico. Como consecuencia, argumentan los autores, las altas tasas delictivas que ha presentado Estados Unidos, frente a otros países con niveles de desarrollo económico y político similares, en realidad pueden ser vistas como normales, debido a que el etos estadounidense provoca un desequilibrio estructural: el objetivo más fuerte y socialmente deseable de lograr un estatus social basado en el dinero, frente al mensaje proveniente de las instituciones morales y más debiles de la sociedad (Barlow y Decker, 2010; Rosenfeld y Messner, 2010), que invitan al cumplimiento de las normas y que pugnan por una solidaridad social.

			Las instituciones sociales o arreglos que permiten el equilibrio entre objetivos y normas en una sociedad pueden también debilitarse por la falta de oportunidades básicas. Por ejemplo, la falta de empleo, salarios dignos, opciones de vivienda, servicios públicos, aumentos de precios, etc., puede forzar un estado anómico en una sociedad, es decir el incumplimiento de normas conducentes a la comisión de delitos. Sería procedente pensar que la anomia  institucional puede desarrollarse en lugares donde el contexto económico es desfavorable para amplios grupos de la sociedad. Otros autores ya han argumentado que la desigualdad social, particularmente en el acceso a los servicios de salud y de educación, es un obstáculo real para la consecución de objetivos socialmente deseables (Bjerregaard y Cochran, 2008; Maume y Lee, 2003).

			Relacionado con lo anterior y como vimos en la sección previa, tanto las formulaciones clásicas (Shaw y Mckay 1942) como las más recientes (Sampson, 2004; Sampson y Wilson, 1995) de la teoría de la desorganizacion social predicen que las condiciones estructurales (por ejemplo, la composicion sociodemográﬁca) de las comunida­des influyen en las relaciones sociales y, en casos negativos, pueden contribuir a reducir los niveles de cohesión que permiten a la comunidad mantener un control social, entre otras cosas, para dominar impulsos violentos y criminales (Swatt, 2009). Por eso la teoría de la anomia institucional también indica que la falta de cohesión familiar o comunitaria impide la integracion social y el mantenimiento de patrones culturales indicativos de comportamientos legítimos. En un contexto de debilidad de las instituciones no monetarias o morales y de fuerte presion cultural hacia un mayor individualismo, monetarismo y hedonismo, se tiene el efecto combinado de una reduccion de controles normativos y un incremento en el uso de medios ilegítimos (delitos) para el logro de objetivos socialmente deseables.

			Nótese que las instituciones sociales y culturales mencionadas (economía, política, familia y religión) no tienen la misma importancia en todas las sociedades (Rosenfeld y Messner, 2010). Cada sociedad prioriza una u otra, para dotarse así de un etos nacional. Por ejemplo, hay sociedades con arreglos familiares más fuertes, otras con arraigadas creencias religiosas, otras con un claro apego a la meritocracia, etc. Invariablemente, cuando el desequilibrio entre las estructuras cultural y social es excesivo en favor de la acumulacion capitalista, esto impulsará el uso de medios ilegales y hará fracasar a las instituciones sociales en sus funciones.

			La teoría ha sido puesta a prueba empíricamente (Messner y Rosenfeld, 1997; Chamlin y Cochran, 1995; Piquero y Piquero, 1998; Savolainen, 2000; Maume y Lee, 2003; Schoepfer, 2004; Kim y Pridemore, 2005; Bjerregaard y Cochran, 2008; Stults y Baumer, 2008; Vilalta, 2012 y 2013). La evidencia en favor de la teoría  pa­rece depender de la unidad de análisis y de la estrategia analítica seguida. Tambien parece haber diferencias importantes entre los hallazgos realizados en Estados Unidos y en otros países. Pero todos los estudios tienden, en grado diferente, a apoyar de manera parcial la validez de la teoría de la anomia institucional para explicar la variacion en las tasas agregadas de actividad delincuencial.
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Diagrama I.2. El clculo racional del comportamiento criminal
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Diagrama 1.4. Anomia institucional: el desbalance entre estructura
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Fuente: Elaboracién propia con ideas de Messnery Rosenfeld (2001) y Merton (1938).
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Fuente: Elaboracién propia. *En circulos punteados se encuentran las teorfas criminolégicas no tra-
tadas en este libro,
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